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D – 1029 / 09-10

PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:
ARTÍCULO 1°: Modifícase el Capítulo XIV del Decreto-Ley Nº 7647/70 (Procedimiento Administrativo), el que quedará redactado de la siguiente forma:
CAPÍTULO XIV 

DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 103º: Requisitos esenciales: Son requisitos esenciales del acto administrativo:

a) Competencia: Que emane de autoridad competente;

b) Causa: Que se sustente en los hechos y antecedentes que le sirven de causa y en el derecho aplicable;

c) Objeto: Que su objeto sea cierto y física y jurídicamente posible; deberá decidir todas las cuestiones articuladas, pero podrá comprender otras no propuestas, previa audiencia del interesado y siempre que ello no afecte derechos adquiridos;

d) Procedimientos: Que se observen antes de su emisión, los procedimientos sustanciales y adjetivos previstos en esta ley y los que resultaren expresa o implícitamente del ordenamiento jurídico. Sin perjuicio de lo que establezcan normas especiales, considérase también esencial el dictamen jurídico cuando el acto, pudiere afectar derechos subjetivos o intereses legítimos;

e) Motivación: Que sea motivado, expresando en forma concreta, la razones que lo inducen a emitirlo. Todo acto administrativo final deberá ser motivado y contendrá una relación de hechos y fundamentos de derecho cuando: 1) Decida sobre derechos subjetivos; 2) Resuelva recursos; y 3) Se separe del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos.

f) Finalidad: Que dé cumplimiento a la finalidad que resulte de las normas que otorgan las facultades pertinentes al órgano emisor, sin poder perseguir encubiertamente otros fines públicos o privados, distintos de los que justifican el acto, su causa y objeto. Las medidas que el acto involucre deben ser proporcionalmente adecuadas a aquella finalidad.
                           [image: image2.wmf]
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

        PROVINCIA DE BUENOS AIRES
g) Forma: Que se exteriorice expresamente por escrito y/o en forma digital debidamente autorizada y autenticada, indicando el lugar y fecha en que se lo dicta, debiendo contener la firma de la autoridad que lo emite; sólo por excepción y si las circunstancias lo permitieren podrá utilizarse una forma distinta. 

La eficacia jurídica de la firma digital y la firma electrónica, se regirá de conformidad con lo prescripto por la Ley Nº 13666. 
Artículo 104º: Contratos: Los contratos que celebre el Estado, los permisos y las concesiones administrativas se regirán por sus respectivas leyes especiales, sin perjuicio de la aplicación analógica de las normas del presente título, si ello fuera procedente.

Artículo 105º: Actos de la misma naturaleza: Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como nombramientos, concesión, licencias, etc., podrán redactarse en único documento que especificará las personas u otras circunstancias que individualicen cada uno de los actos.

Artículo 106º: Actos que emanen del Gobernador de la Provincia: Los actos que emanen del Gobernador de la Provincia adoptarán la forma de decreto, cuando dispongan sobre situaciones particulares o se trate de reglamentos que produzcan efectos jurídicos dentro y fuera de la Administración. Cuando su eficacia sea para la Administración interna podrán producirse en forma de resoluciones, disposiciones, circulares, instrucciones u órdenes.

Artículo 106 bis: Actos emanados de Organismos de la Constitución, de la Administración central y descentralizada: Los actos emanados de los organismos de la Constitución, los de la Administración centralizada y entes autárquicos, se producirán en todos los casos, en forma de resolución o disposición o la que la ley especial les haya fijado.

Artículo 107º: Silencio o ambigüedad de la Administración: El silencio o la ambigüedad de la Administración frente a pretensiones que requieran de ella un pronunciamiento concreto, se interpretarán como negativa.

Vencidos los plazos para resolver un recurso, reclamo o petición, el interesado requerirá pronto despacho y si transcurrieren otros treinta días hábiles administrativos desde la presentación del pronto despacho sin que se dictare el acto correspondiente, se considerará que hay silencio de la Administración.
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También se entenderá que existe silencio administrativo, en los casos de omisión o retardo de la Administración en el dictado de actos de trámite o preparatorios. En tal supuesto, el interesado podrá reclamar en la forma prevista en el párrafo precedente. 
Artículo 108º: Eficacia del acto: Para que el acto administrativo de alcance particular adquiera eficacia debe ser objeto de notificación al interesado; si es de alcance general debe ser publicado. En todos los casos producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se dispusiera otra cosa.
Artículo 109º: Retroactividad del acto: El acto administrativo podrá tener efectos retroactivos cuando se dictare en sustitución de otro revocado o cuando favoreciere al administrado. En ningún caso la retroactividad podrá afectar derechos o intereses legítimos de terceros. 
Artículo 110º: Vías de hecho: La Administración Pública se abstendrá:

a) De iniciar comportamientos materiales que importen vías de hecho administrativas lesivas de un derecho o garantía incluidas en el ordenamiento legal.

b) De poner en ejecución un acto estando pendiente algún recurso administrativo de los que en virtud de norma expresa impliquen la suspensión de los efectos ejecutorios de aquél, o que habiéndose resuelto, no hubiere sido notificado.

Artículo 111º: Efectos del acto: El acto administrativo goza de presunción de legitimidad. Su fuerza ejecutoria faculta a la Administración a ponerlo en práctica por sus propios medios, salvo que la ley exigiere la intervención judicial.
Sin perjuicio de ello, la interposición de recursos por parte de los administrados, autoriza a la Administración a suspender la ejecutoriedad de los actos en los supuestos contemplados por el artículo 98, inciso 2) de la presente ley.
Artículo 112º: Nulidad: El acto administrativo es nulo, de nulidad absoluta e insanable, en los siguientes casos:

a) Cuando la voluntad de la Administración resultare excluida por error esencial; dolo, en cuanto se tengan como existentes hechos o antecedentes inexistentes o falsos; violencia física o moral ejercida sobre el agente; o por simulación absoluta.
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b) Cuando fuere emitido mediando incompetencia en razón de la materia, del territorio, del tiempo o del grado, salvo, en este último supuesto, que la delegación o sustitución estuvieren permitidas; falta de causa por no existir o ser falsos los hechos o el derecho invocado; o por violación de la ley aplicable, de las formas esenciales o de la finalidad que inspiró su dictado.

Artículo 113º: Anulabilidad: Si se hubiere incurrido en una irregularidad u omisión intrascendente o en un vicio que no llegare a impedir la existencia de alguno de sus elementos esenciales, el acto será anulable en sede judicial.

Artículo 114º: Invalidez de cláusulas accidentales o accesorias: La invalidez de una cláusula accidental o accesoria de un acto administrativo no importará la nulidad de éste, siempre que fuere separable y no afectare la esencia del acto emitido.

Artículo 115º: Revocación del acto nulo: El acto administrativo afectado de nulidad absoluta se considera irregular y debe ser revocado o sustituido por razones de ilegitimidad aun en sede administrativa. No obstante, si el acto hubiere generado prestaciones que estuvieren en vías de cumplimiento sólo se podrá impedir su subsistencia y la de los efectos aún pendientes, mediante declaración judicial de nulidad.

Artículo 116º: Revocación del acto regular: El acto administrativo regular, del que hubieren nacido derechos subjetivos a favor de los administrados no puede ser revocado, modificado o sustituido en sede administrativa una vez notificado.

Sin embargo, podrá ser revocado, modificado o sustituido de oficio en sede administrativa si el interesado hubiere conocido el vicio, si la revocación, modificación o sustitución del acto lo favorece sin causar perjuicio a terceros y si el derecho se hubiere otorgado expresa y válidamente a título precario. También podrá ser revocado, modificado o sustituido por razones de oportunidad, mérito o conveniencia, indemnizando los perjuicios que causare a los administrados.

Artículo 117º: Saneamiento: El acto administrativo anulable puede ser saneado mediante:

a) Ratificación por el órgano superior, cuando el acto hubiere sido emitido con incompetencia en razón de grado y siempre que la avocación, delegación o sustitución fueren procedentes.

b) Confirmación por el órgano que dictó el acto subsanando el vicio que lo afecte.
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Los efectos del saneamiento se retrotraerán a la fecha de emisión del acto objeto de ratificación o confirmación.

Artículo 118º: Conversión: Si los elementos válidos de un acto administrativo nulo permitiesen integrar otro que fuere válido, podrá efectuarse su conversión en éste consintiéndolo el administrado. La conversión tendrá efectos a partir del momento en que se perfeccione el nuevo acto.

Artículo 118º bis: Aclaratoria. Rectificación de errores materiales: Dentro de los tres días de notificado el acto administrativo podrá pedirse aclaratoria cuando exista contradicción en su parte dispositiva o para suplir cualquier omisión sobre alguna o algunas de las peticiones o cuestiones planteadas. 
Los errores materiales o de hecho y los aritméticos, podrán rectificarse en cualquier momento.
Artículo 118 ter: Revisión: Podrá solicitarse en sede administrativa la revisión de las decisiones definitivas firmes, cuando:

a) Se hubiera incurrido en manifiesto error de hecho que resulte de las propias constancias del expediente administrativo.

b) Se hubiera dictado el acto administrativo como consecuencia de prevaricato, cohecho, violencia o cualquier otra maquinación fraudulenta, o graves irregularidades comprobadas administrativamente.

c) La parte interesada afectada por dicho acto, hallare o recobrare documentos decisivos ignorados, extraviados o detenidos por fuerza mayor o por obra de un tercero.

d) Caducidad del acto.
El pedido deberá interponerse dentro de los diez días de notificado el acto en el caso del inciso a). En los supuestos previstos en los incisos b) y c) podrá promoverse la revisión dentro de los treinta días de recobrarse o hallarse los documentos o cesar la fuerza mayor u obra del tercero. En el caso del inciso d), la misma deberá articularse dentro del plazo fijado en el artículo 119. 

Artículo 119º: Caducidad: La Administración podrá declarar unilateralmente la caducidad de un acto administrativo cuando el interesado no cumpliere las condiciones fijadas en el 
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mismo. En tal supuesto, deberá con carácter previo constituirlo en mora y concederle un plazo adicional y perentorio de diez días.
ARTÍCULO 2º: De forma. 
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FUNDAMENTOS 
El procedimiento administrativo se encuentra regulado por el Decreto-Ley Nº 7647/70, que si bien pudo haber sido una norma de vanguardia en su momento, transcurridos casi cuarenta años desde su entrada en vigencia, hoy se encuentra superada tanto en su técnica legislativa, como en los principios doctrinarios de derecho administrativo en los que se inspira.
Tal vez, en el aspecto donde más se advierte la desactualización de la norma es en su Capítulo XIV, donde se legisla sobre el acto administrativo, sus elementos, caracteres, efectos, régimen de nulidades, saneamiento de actos anulables, prohibición de las vías de hecho administrativas, etc.

El proyecto que se propicia, modifica íntegramente el precitado capítulo, adaptándolo a las corrientes doctrinarias y jurisprudenciales más modernas en la materia.
En primer término, se enumeran los elementos esenciales del acto administrativo, definiendo en que consiste cada uno de ellos, lo que permite apreciar con mayor facilidad que hasta el presente, si un acto resulta o no formalmente perfecto. 
Párrafo a parte, merece el tema vinculado con la motivación de los actos administrativos, ya que si bien se mantiene la enumeración taxativa efectuada por el actual artículo 108, se ha receptado el criterio amplio sostenido por una larga e inveterada jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, en cuanto a que todos los actos deben ser motivados. En efecto, así lo ha expresado en las Causas B-47.661, B-47.754, B-47.801, y B-47.904, al afirmar que: “...los actos del Poder Administrador deben explicar sus motivos, no sólo por virtud de que la Administración, sometida al derecho de un régimen republicano, debe dar cuenta de sus actos, sino porque esos actos están sujetos a revisión jurisdiccional y no sería posible examinar su legalidad si no se conocen sus causas”. También ha dicho el Máximo Tribunal en las Causas B-48.024, B-48.119 y B-48.157 que: “...si el acto emana de atribuciones discrecionales de la autoridad administrativa, mayor es su deber de motivarlo, ya que en tales circunstancias, debe justificarse acabadamente su dictado”. En el mismo sentido, en las causas B-49.208 “Horcada” y B-48.840 “Moyano”, ha insistido en la necesidad de la motivación, cuando el acto implique un apartamiento del dictamen de los órganos consultivos. 

Asimismo, se prevé la eficacia jurídica de la firma electrónica y digital, conforme los términos de la Ley Nº 13.666, por la que la provincia adhirió a la Ley Nacional Nº 25.506.
En cuanto a los efectos del silencio o ambigüedad de la Administración frente a peticiones  formuladas por los administrados,  se ha compatibilizado la norma con lo pres-
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cripto por el artículo 16 del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo (Ley Nº 12008 y sus modificatorias).

En lo atinente a las vías de hecho administrativas, se han precisado sus alcances con mayor exactitud, ya que la norma vigente trata muy superficialmente esta materia en el texto del actual artículo 109. 
En efecto, el concepto de vías de hecho administrativas no aparece definido en norma alguna, y requiere por lo tanto, un trabajo doctrinario y jurisprudencial para precisar sus alcances y contenidos.

Se trata, en todos los casos, de operaciones materiales llevadas a cabo por la administración, sin un sustento jurídico válido. Esta noción surgió en Francia, a partir de la segunda mitad del siglo XIX como fruto de la intervención del tribunal judicial en revisión de lo actuado por la administración, y en resguardo de la libertad pública y la propiedad de los administrados (Diez, Manuel María, Tratado de Derecho Administrativo, Editorial Plus Ultra, Buenos Aires, 1976, Tomo 2. Pág. 309). La noción no tardó en extenderse a decisiones administrativas afectadas de un vicio grosero, cuando estas tuvieran ejecución material (Diez, Manuel María. Op. cit., Tomo 2. Pág. 310).
La vía de hecho requiere tres elementos: a) la participación de un funcionario público; b) una acción material de ese funcionario,  y c) que la acción material de dicho funcionario implique una violación del orden jurídico vigente.  Esta acción material tanto puede consistir en un hecho como derivar del cumplimiento de un acto (decisión).  “Lo esencial es que se trate de un comportamiento que implique una flagrante y grosera violación del orden jurídico establecido...” (Marienhoff, Miguel S. Tratado de Derecho Administrativo. Ed. Abeledo Perrot. Bs. As. 1977. T. II pág. 213). La vía de hecho administrativa es, entonces, la violación del principio de legalidad por la acción material de un funcionario o empleado de la administración pública (Dromi, Roberto. Derecho Administrativo. Ed. Ciudad Argentina. Bs. As. 1997. pág. 215).  

Recién con la entrada en vigencia del nuevo Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo, se introduce definitivamente en la legislación provincial, la cuestión de las vías de hecho administrativas; en el artículo 12, inciso 5º de la Ley Nº 12.008 (texto según Ley 13.101), que incluye expresamente entre las pretensiones posibles en este procedimiento “la cesación de una vía de hecho administrativa.”
Se han sistematizado de un modo coherente los efectos de los vicios que pueden afectar a los actos administrativos, en función de la magnitud del agravio que ocasionen al ordenamiento jurídico, respetándose los principios generales sostenidos por la doctrina, en cuanto a que el acto nulo es irregular, por lo tanto carece de presunción de legitimidad, de ejecutividad y de ejecutoriedad.  Tampoco gozan de estabilidad; pueden ser revocados en 
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cualquier momento por la Administración, como así también por la Justicia ante la expresa petición del administrado. En este supuesto, el acto revocatorio posee efectos retroactivos (ex tunc).
Por su parte, el acto anulable es regular, por lo que goza de presunción de legitimidad, ejecutividad, ejecutoriedad y estabilidad. El particular está obligado a cumplirlo. Ahora bien, establecida la existencia del vicio, debe ser revocado por ilegitimidad, pero en tal caso el acto revocatorio tiene efectos hacia el futuro (ex nunc). 

Se contempla asimismo en forma expresa, la posibilidad de revocar actos regulares indemnizando al administrado por los perjuicios que pudieran irrogársele, cuando razones de mérito, oportunidad o conveniencia lo hagan aconsejable, como así también cuando el particular conociera el vicio, o la revocación, modificación o sustitución beneficiara al administrado sin perjudicar a terceros, o bien cuando el derecho se hubiera otorgado a título precario. 
Se ha previsto también la denominada conversión del acto, cuando con los elementos válidos de un acto nulo, se integra otro válido, consintiéndolo el administrado.
Va de suyo, que todas aquellas instituciones clásicas que hacen a la naturaleza y esencia del acto administrativo y que no han sufrido modificaciones sustanciales por el transcurso del tiempo, se han preservado.

Por las razones expuestas, a la Honorable Cámara solicito, de aprobación al anejo Proyecto de Ley. 
